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OFICIAL 


Homenaje  al  Señor  Presidente  de  la  República 
Licenciado  Don  Manuel  Estrada  Cabrera 


El  Decreto  número  604  de  28  de 
octubre  de  1899  es  llevado  a  cabo  con 
entusiasta  acogida,  y  notas  de  recono¬ 
cimiento  aclaman  al  protector  de  la 
juventud. 

Las  esperanzas  de  la  Patria,  sus 
hijos,  señalarán  los  futuros  derroteros 
de  la  República;  y  pobres  de  aquéllos 
a  quienes  falte  ese  risueño  consuelo. 

El  Señor  Estrada  Cabrera  revistando 
la  juventud  en  las  hermosas  Fiestas  de 
Minerva,  es  acreedor  a  la  inmortalidad; 
y  es  así  como  su  onomástico  (21  de 
noviembre),  responde  hoy  a  la  gratitud 
de  todos. 

Su  elogio  no  podrá  hacerse  en  un 
solo  día. 

Queda  a  la  posteridad  decir  con 
derecho:  íué  el  Benefactor  de  Gua¬ 
temala. 

Sea  todo  en  salud  del  íntegro  e  infa¬ 
tigable  servidor  de  la  Patria. 


DEL  PRINCIPIO  DE  PRUEBA  POR  ESCRITO 


Entre  los  romanos  se  admitía  sin 
limitación  la  prueba  testimonial,  sobre 
todo  en  tratándose  de  probar  las  con¬ 
venciones  de  las  partes.  Sólo  en  el 
siglo  VI  estableció  Justiniano  en  la  ley 
18  del  Código — De  Testibus — que  el 
pago  de  una  deuda  que  constase 
por  escrito  no  pudiera  probarse  sino  por 
medio  de  otro  escrito. 

En  el  antiguo  Derecho  francés,  fuó 
asimismo  admitida  sin  restricción  algu¬ 
na,  y  aún  se  la  prefería  a  la  prueba 
escrita,  como  lo  manifiesta  la  cono¬ 
cida  máxima  de  entonces:  “Tómoins 
passent  lettres.”  Fuó  bajo  el  reinado 
de  Carlos  IX  cuando,  en  la  célebre 
ordenanza  de  Maulins  de  1566,  se  limitó 
la  prueba  testimonial  a  los  actos  y 
contratos  cuyo  valor  no  excediese  de 
cien  libras  y  se  estableció  además,  que 
contra  la  prueba  escrita  no  se  recibiese 
la  de  testigos,  ni  tratándose  de  valores 
que  no  alcanzasen  a  esa  suma.  Entre 
los  motivos  que  lós  autores  atribuyen 
a  reforma  tan  trascendental,  suelen 
enumerarse  como  principales,  el  peligro 
de  testigos  falsos  y  el  deseo  de  que  no 
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se  multipliquen  los  litigios.  “Pero  el 
fundado  en  la  corrupción  de  los  testi¬ 
gos  — escribe  Bonnier, — aunque  el  más 
aparente,  no  es  el  único  que  haya 
ocasionado  la  prohibición  entre  noso¬ 
tros.  El  temor  de  que  se  multipliquen 
los  procesos  fué  para  los  tribunales  un 
motivo  no  menos  poderoso.” — Y  que 
fué  especialísimo  para  que  se  dictase  la 
Ordenanza  de  Maulins,  es  cosa  que  se 
expresa  en  el  preámbulo  de  la  Orde¬ 
nanza  misma,  al  paso  que  nada  hay  en 
ella  acerca  del  otro  motivo  que  le  atri¬ 
buyen  los  comentadores.  Mas,  sea  lo 
que  fuere  de  ello,  lo  cierto  es  que  la 
causa  de  la  innovación  no  fué  ni  tan 
absoluta  que  excluyese  en  todo  asunto 
la  prueba  testimonial,  ni  tan  grave  que 
no  la  admitiese,  con  determinadas  con¬ 
diciones,  en  casos  aún  de  los  compren¬ 
didos  en  la  regla  general  prohibitiva, 
o  más  bien  dicho  limitativa. — Luis  XIV 
en  la  no  menos  célebre  Ordenanza  de 
1667,  confirmó  las  limitaciones  que  la 
de  Maulins  había  establecido  tocante 
a  la  prueba  testimonial;  y  para  evitar 
las  funestas  consecuencias  que  pudie¬ 
ran  originarse  de  la  exagerada  aplica¬ 
ción  de  aquellas  reglas  limitativas, 
estableció  expresamente  en  el  Artículo 
3(-  de  la  Ordenanza,  como  excepción  a 
la  regla  general,  que  no  obstante  ella, 
fílese  admisible  la  prueba  de  testigos, 
cuando  hubiere  un  principio  de  prueba 
por  escrito,  y  cuando  por  causas  de 
accidentes  imprevistos,  no  hubiera  si¬ 
do  posible  la  prueba  escrita. 

He  aquí  los  principios  que,  poco  más 
o  menos,  se  consagraron  en  el  Código 
de  Napoleón,  y  que  pasaron  después 
al  Código  Civil;  sólo  que  en  éste,  de 
acuerdo  con  las  enseñanzas  de  muchos 


tratadistas  posteriores  a  la  formación 
del  Código  francés,  se  expresó  mejor  la 
regla  general  prohibitiva,  no  refirién¬ 
dola  ya  en  absoluto  a  todas  las  cosas, 
como  se  había  hecho  en  las  ordenanzas 
citadas  y  en  el  Código  de  Napoleón, 
sino  únicamente  a  los  actos  y  contra¬ 
tos.  No  hay  para  que  decir  que  con 
este  cambio  hecho  en  la  redacción  de  la 
ley,  se  evita  la  necesidad  de  apelar  tai- 
vez  a  interpretaciones  forzadas,  para 
sacar  de  la  comprensión  de  la  ley  casos 
que  racionalmente  no  pueden  ni  deben 
comprenderse  en  ella,  como  son  aque¬ 
llos  en  que  no  se  trata  de  probar— ac¬ 
tos  o  contratos — como  las  llaman  ge¬ 
neralmente,  sino  los  acontecimientos 
naturales,  y  aún,  ciertos  hechos  del 
hombre,  como  los  posesorios,  cuya 
naturaleza  es  muy  diversa  de  la  de  los 
actos  o  contratos  que,  como  declaracio¬ 
nes  de  voluntad,  se  consideran  en  el 
Código  Civil  como  fuente  de  derechos 
y  obligaciones  civiles. 

Es  de  advertir  que  en  el  Código 
francés,  para  evitar  las  dificultades  que 
en  la  práctica  pudieran  ocurrir  en  la 
aplicación  de  la  regla  del  Artículo 
1,341,  en  que  se  emplea  la  frase  incon¬ 
veniente  de  “toutes  choses”  excedant 
la  somme  ou  valeur  de  cent  cinquante 
francs”  se  estableció  expresamente  en 
el  Artículo  1,348  que  en  la  excepción 
de  los  casos  en  que  no  le  hubiera  sido 
posible  al  acreedor  conseguir  una  prue¬ 
ba  escrita  de  la  obligación  que  demanda, 
se  comprenden:  las  obligaciones  que 
nacen  de  cuasi-contratos  y  de-  cuasi¬ 
delitos:  los  depósitos  necesarios  hechos 
en  casos  de  incendio,  ruina,  tumulto  o 
naufragio,  y  los  hechos  por  los  viajeros 
en  las  hospederías;  las  obligaciones 
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contratadas  en  caso  de  accidentes 
imprevistos,  si  no  se  pudo  hacerlas 
constar  por  escrito;  y  el  caso  en  que  el 
acreedor  haya  perdido  el  título  que  le 
servía  de  prueba  escrita,  por  un  caso 
fortuito,  imprevisto  y  resultante  de 
fuerza  mayor. 

Tal  es,  en  muy  compendiado  re¬ 
sumen,  la  historia  de  la  legislación  en 
punto  de  prueba  testimonial.  Por  lo 
que  hace  a  las  legislaciones  de  otros 
pueblos,  sabido  es  que  hay  muchas  que 
conservan,  sin  limitación  alguna,  el 
antiguo  principio  de  que  la  prueba  de 
testigos  es  admisible  en  todo  caso,  a 
menos  que  se  exija,  no  ya  por  razón 
de  prueba  sino  como  solemnidad,  el 
título  éscrito:  tal  acontece  por  ejemplo, 
en  Austria,  España,  Inglaterra,  Dina¬ 
marca,  Suecia,  Noruega,  Estados  Uni¬ 
dos,  etc.  Y  hay  códigos  modernos, 
a  saber:  el  de  procedimientos  civiles 
expedido  en  Portugal  en  1876  y  el  de 
igual  clase  expedido  para  el  Imperio 
de  Alemania  en  1877,  en  los  que,  se¬ 
gún  la  expresión  de  Bonnier  se 
admitió  la  prueba  testimonial  sin 
limitación  de  guarismos. 

Conforme  la  legislación  de  Guate¬ 
mala  deben  constar  en  escritura 
pública  o  privada  los  contratos  cuyo 
valor  exceda  de  quinientos  pesos. — 
1403  Código  Civil  y  por  el  Artículo 
246,  Decreto  273,  los  contratos  de 
compra-venta  que  no  contengan  ena¬ 
jenación  de  bienes  raíces  pero  cuyo 
valor  exceda  de  quinientos  pesos  deben 
constar  en  escritura  pública  o  privada, 
o  bien  probarse  por  confesión  de 
parte. 

Por  lo  general  la  ley  admite  la  prue¬ 
ba  testimonial  para  todo  aquello  que 


se  refiere  a  constatar  simples  hechos, 
fuera  de  la  especificación  anterior. 

Hay  disposiciones  especiales  que 
establecen  para  la  admisión  de  prueba 
testimonial,  principio  de  prueba  es¬ 
crita. 

A  este  propósito  vemos  unos  comen¬ 
tarios  que  dicen:  El  poder  discrecional 
que  los  Tribunales  tienen  en  esta 
materia  resulta  de  la  naturaleza  misma 
del  principio  de  prueba.  Se  trata  de 
decidir  si  los  escritos  presentados  pro¬ 
ducen  una  verosimilitud  suficiente  para 
que  se  pueda  recurrir  sin  peligro  a  la 
prueba  testimonial;  apreciación  que 
corresponde  al  Juez.  El  poder  de  que 
él  está  investido  es  discrecional,  pero 
debe  ejercerlo  en  interés  de  la  ver¬ 
dad;  y  así  ejercido,  es  preferible  ese 
poder  discrecional  a  la  admisión  dema¬ 
siado  fácil  de  la  prueba  de  testigos; 
porque  no  conviene  olvidar  los  graves 
motivos  por  los  cuales  la  ley  no  la 
acepta. 

No  copiaremos  ejemplos,  para  mos¬ 
trar  como  el  Juez  no  ha  de  ser  rigorista 
en  esta  apreciación,  para  la  cual  hay 
que  tener  presente  como  regla  de 
conducta  hacer  verosímil  un  hecho,  es 
simplemente  inducir  a  pensar  que  ese 
hecho  pudo  haber  sucedido ,  que  es 
probable  que  haya  sucedido ,  que  es 
creíble. 

He  aquí  un  ejemplo  de  Boiceau  repe¬ 
tido  por  Pothier:  Me  habéis  escrito 
una  carta  en  laque  me  suplicáis  que 
preste  a  vuestro  hijo,  portador  de  ella, 
la  suma  de  ciento  cincuenta  libras  de 
que  necesitaba  para  sus  estudios:  yo 
os  demando  para  que  me  la  devolváis. 
No  obtuve  recibo  de  vuestro  hijo;  pero 
tengo  vuestra  carta  que  él  me  había 
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remitido.  Esta  carta  que  está  en  mi 
poder,  no  constituye  una  prueba 
completa  de  que  yo  haya  entregado 
aquella  suma  conforme  a  vuestro 
pedido;  pero  es  un  principio  de  prueba 
por  escrito ,  por  el  cual  deberá  ser  ad¬ 
mitida  la  prueba  testimonial.” 

Y  continúa  el  ejemplo,  con  un  su¬ 
puesto  todavía  más  atrevido,  si  vale 
decirlo  así.  '‘Si  por  no  haber  querido 
prestar  la  suma  pedida  la  persona  a 
quien  dirigisteis  vuestra  carta,  vuestro 
hijo  hubiera  acudido  a  otra  persona,  y 
esta  hubiera  hecho  el  préstamo  de  la 
suma  solicitada,  aquella  carta,  en 
poder  del  tercero  que  hizo  el  préstamo, 
y  a  quien  no  f  ué  dirigida,  sería  prueba 
menor  que  en  el  caso  presente;  y  sin 
embargo  Dantu  ( 11-2-11)  la  juzga, 
aun  en  este  supuesto,  suficiente  para 
que  se  le  admita  a  dicho  tercero  la 
■prueba  de  testigos. 

La  doctrina  y  los  ejemplos  de  los 
maestros  persuaden,  por  lo  visto,  de 
que  basta  que  el  escrito  presentado 
como  principio  de  prueba  aparezca 
algún  hecho  que,  aunque  no  sea  el 
que  se  trata  de  probar,  ni  siquiera 
parte  de  él,  tenga  con  él  alguna  rela¬ 
ción,  por  indirecta  que  sea,  y  por 
tenerla,  lo  haga  probable  y  creíble. 


Corte  Suprema  de  Justicia 


RESOLUCIONES 


CIVIL 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  por  no  esti¬ 
marse  violadas  las  leyes  que  sentaran 
como  tales 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Gua¬ 
temala,  nueve  de  junio  de  mil  nove¬ 
cientos  quince. 

Examinada  por  recurso  de  casación 
con  el  juicio  respectivo,  la  sentencia 
que  la  Sala  5^  de  la  Corte  de  Apela¬ 


ciones  profirió  con  fecha  diez  de  julio 
del  año  pasado  y  en  la  cual  revoca  la 
que  pronunció  el  Juez  de  l?1  Instancia 
del  departamento  de  Jalapa,  absol¬ 
viendo  en  consecuencia  a  Abraham 
Alarcón  de  la  demanda,  pudiendo  éste 
continuar  la  solicitud  del  título  suple¬ 
torio  del  terreno  cuestionado  en  el 
presente  juicio. 

Resultando:  que  Abraham  Alarcón 
ocurrió  en  doce  de  septiembre  de  mil 
novecientos  trece  solicitando  ante  el 
Juez  Departamental  de  Jalapa  infor¬ 
mación  a  efecto  de  que  se  le  extendie¬ 
ra  título  supletorio  de  un  lote  de 
terreno  que  desde  hacía  muchos  años 
poseía  en  el  lugar  llamado  “Santa 
Rita  del  Trapiche,”  jurisdicción  mu¬ 
nicipal  del  pueblo  de  Chaparrón;  que 
tramitada  dicha  exposición,  se  presen¬ 
taron  en  veinte  y  cinco  del  mes  y  año 
citado  Eugenio  Sagastume  y  Amadeo 
Cerna,  oponiéndose  a  las  pretensiones 
de  Alarcón  por  ser  aquellos  y  no  éste 
los  legítimos  dueños  del  terreno  men¬ 
cionado  y  el  cual  dicen  los  opositores 
que  cultivaba  y  explotaba  Alarcón, 
porque  gratuitamente  se  lo  habían 
concedido  con  ese  objeto,  sin  que  por 
esto  tuviera  la  calidad  de  dueño. 

Resultando:  que  tramitada  la  con¬ 
tienda  en  la  vía  ordinaria,  la  demanda 
se  tuvo  por  contestada  negativamente 
en  rebeldía  de  Alarcón,  abriéndose  en 
seguida  el  juicio  a  prueba  por  el  tér¬ 
mino  de  cuarenta  días,  durante  el  cual 
ambas  partes  rindieron  la  testimonial 
que  estimaron  pertinente.  El  apode¬ 
rado  de  Eugenio  Sagastume  y  Amadeo 
Cerna,  propuso  el  examen  de  Brígido 
Martines,  Jesús  Martínez,  Antonio 
García,  Gregorio  Ambrosio,  Juan  de 
Dios  Chinchilla  y  Jesús  Flores,  con  el 
objeto  de  probar  en  las  cinco  pregun¬ 
tas  del  interrogatorio  los  motivos  invo¬ 
cados  en  su  escrito  de  oposición,  es¬ 
tando  uniformes  los  testigos  en  que  los 
demandantes  eran  los  dueños  del  te¬ 
rreno  poseído  por  Alarcón. 
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Resultando:  que  a  su  vez  el  deman¬ 
dado  tanto  en  el  interrogatorio  de 
repreguntas  de  folio  27,  como  en  el 
obrante  a  fojas  37  en  que  propuso  el 
testimonio  de  Julián  Sagastume,  Da¬ 
vid  Figueroa,  Máximo  Mazariegos,  y 
Juan  Sandoval,  consigna  de  manera 
clara  y  manifiesta  que  él  lote  de  terre¬ 
no  que  se  propone  titular  es  proindi¬ 
viso,  siendo  condueños  el  propio  soli¬ 
citante,  Eugenio  Sagastume,  Amadeo 
Cerna  y  otros  más  cuyos  nombres  no 
menciona. 

Resultando:  que  una  vez  llenados 
en  lil  Instancia  los  trámites  legales,  el 
juicio  fué  fallado  por  el  Juez  Departa¬ 
mental  de  Jalapa  en  el  sentido  de  de¬ 
clarar  sin  lugar  la  continuación  del 
título  supletorio.  De  esa  sentencia 
apeló  Abraham  Alarcón,  dictándose 
en  2?1  Instancia  la  ejecutoria  de  que  se 
hizo  relación  al  principio  y  contra  la 
cual  se  ha  introducido  el  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  citando 
como  violados  los  artículos  2161  y  2162 
Código  Civil;  603,  872,  877,  878  y  879 
Código  Civil  de  Procedimientos. 

Considerando:  que  está  establecido 
en  autos  por  el  mismo  Abraham  Alar¬ 
cón  que  el  raíz  que  trata  de  titular  por 
medio  de  la  información  solicitada, 
tiene  la  calidad  de  pro  indiviso,  figu¬ 
rando  como  condueños  el  demandado, 
los  demandantes  y  algunos  más:  que 
implicando  esa  mancomunidad  la  po¬ 
sesión  presunta  de  todos  los  que  se 
dicen  condueños  del  terreno  cuestio¬ 
nado,  el  título  que  en  su  caso  se  llegase 
a  extender  deberá  ser  a  favor  de  los 
mismos  interesados,  no  habiéndose 
violado  por  la  Sala  sentenciadora  el 
Artículo  2161  Código  Civil,  al  absol¬ 


ver  como  lo  hizo  de  la  demanda  a 
Alarcón,  porque  éste  se  concretó  a  su 
propiedad  y  al  mandar  que  continuara 
su  curso  la  información  supletoria,  no 
ha  excluido  de  su  derecho  de  posesión 
a  los  opositores. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  con  apoyo  además  en  el  Artículo 
1887  Procedimientos  Civiles,  declara 
improcedente  el  recurso,  condenando 
al  recurrente  a  la  pérdida  del  depósito 
y  costas  del  incidente. 

Notifíquese  y  con  certificación  de¬ 
vuélvase. 

Antonio  G.  Saravia. — José  A.  Be- 
teta. —  J.  Manuel  Klée. —  Quirino 
Flores  y  Flores. — J.  Antonio  Godoy. 

José  Salazar  Z., 
Secretario. 


CIVIL 

Falta  de  prueba  en  juicio  de  filiación 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Guate- 
temala,  veinticuatro  de  julio  de  mil 
novecientos  quince. 

Vista  por  recurso  de  casación  con  el 
juicio  de  que  procede,  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  4^  de  Apela¬ 
ciones,  fecha  veintiuno  de  abril  del 
corriente  año,  en  que  revocando  la  que 
dictó  el  Juez  Departamental  de  Sololá, 
absuelve  a  los  herederos  de  José  Basi¬ 
lio  Taló  de  la  demanda  de  filiación  que 
se  les  entabló. 

Resultando:  que  el  Licenciado  don 
J.  Marcos  Mena  en  concepto  de  apode¬ 
rado  de  Juana  Taló,  se  presentó  ante 
el  citado  Juez  a  fines  de  febrero  del 
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año  pasado,  manifestando  que  su  po¬ 
derdante  tuvo  con  su  tío  José  Basilio 
Taló  relaciones  ilícitas,  habiendo  con 
tal  motivo  procreado  una  niña  con  el 
nombre  de  Adela  Taló,  nacida  el  ocho 
de  septiembre  del  año  de  mil  novecien¬ 
tos  trece:  que  para  establecer  el  derecho 
de  sucesión  hereditaria  de  la  citada 
menor  Adela,  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  el  Decreto  Gubernativo 
número  591,  iniciaba  el  juicio  de  filia¬ 
ción  a  favor  de  Adela  Talé,  ofreciendo 
probar  su  acción  en  la  oportunidad,  y 
que  se  tramitara  la  demanda  en  la 
forma  correspondiente. 

Resultando:  que  sustanciada  la  ac¬ 
ción  entablada  en  la  vía  ordinaria,  se 
corrió  traslado  a  los  herederos  de  Basi¬ 
lio  Taló,  saliendo  a  responder  en  juicio 
y  negando  la  demanda  don  Jacobo 
Castañeda  como  tutor  del  menor  Cruz 
Taló  y  como  apoderado  de  Mariano  y 
Juan  Pedro  Talé,  herederos  de  la 
mortuoria  de  José  Basilio  del  mismo 
apellido. 

Resultando:  que  abierto  el  juicio  a 
prueba  por  el  término  ordinario,  el 
actor  y  el  reo  rindieron  la  testimonial 
y  de  documentos  que  se  expresan  en 
la  razón  que  por  la  Secretaría  del 
Tribunal  de  1?*  Instancia  obrante  a 
folio  20. 

Resultando:  que  por  parte  del  señor 
Mena  fueron  presentados  dos  interro¬ 
gatorios  relativos  al  examen  de  los 
testigos  Francisco  Lima,  Fermín  Camey, 
Julián  Enríquez,  Tiburcio  Milián  (cita¬ 
do  por  Molina),  Manuel  Rodas  y  Gre¬ 
gorio  Domínguez,  contraídos  dichos 
interrogatorios  respecto  a  los  cinco 
primeros  testigos  a  que  en  la  casa  de 
habitación  de  José  Basilio  Talé,  ubi¬ 


cada  en  Chicacao,  vivieron  como  inqui¬ 
linos  desde  mil  novecientos  doce  a 
mil  novecientos  trece  estando  en  com¬ 
pañía  de  ellos  durante  todo  ese  tiempo 
Juana  Taló;  que  si  por  tal  motivo  le 
constaban  los  amores  ilícitos  que  José 
Basilio  Taló  tuvo  en  esa  casa  con  Juana 
Talé,  de  cuyas  relaciones  nació  una  niña 
que  llevaba  por  nombre  Adela,  habién¬ 
doles  además  dícholes  Basilio  Taló  que 
tenía  a  Juana  en  estado  interesante; 
que  en  el  concepto  público  la  menor 
Adela  era  conceptuada  como  hija  natu¬ 
ral  de  aquél  (Basilio.)  como  resultado 
de  las  relaciones  amorosas  que  tuvo  con 
Juana;  y  por  último,  si  cuando  tenía 
varios  meses  de  preñez  Juana  Taló, 
habló  Basilio  a  su  mozo  Antonio 
García  para  que  tuviera  amores  ilícitos 
con  Juana  Talé  para  no  aparecer  él 
(Basilio)  como  autor  del  embarazo  de 
aquélla.  Las  respuestas  que  dieron 
las  personas  citadas  no  fueron  unifor¬ 
mes  y  contestes,  pues  al  contestar  a 
las  diversas  preguntas  que  les  formuló 
el  apoderado  de  los  demandados,  incu¬ 
rrieron  en  algunas  vacilaciones  sobre 
lo  que  habían  declarado  Tiburcio 
Milián  (folios  25  vueltos),  Julián  En¬ 
ríquez  (folio  27),  que  no  contestó 
conforme  a  la  intención  del  actor 
(preguntas  41!,  5?-,  y  7^);  Fermín  Camey 
(respuesta  a  la  pregunta  5^,  que  cree 
que  Adela  sea  hija  de  Basilio,  aunque 
éste  nada  le  dijo  a  pesar  de  verse  con 
frecuencia).  El  segundo  interrogato¬ 
rio  dirigido  a  la  testigo  Gregoria 
Domínguez  Z.,  carece  de  importancia 
legal  la  respuesta  que  dió,  toda  vez 
que  se  refiere  a  lo  que  en  confianza  le 
dijo  Juana  Talé  acerca  de  los  amores 
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ilícitos  que  tuvo  con  Basilio  de  ese 
apellido,  sin  que  nada  le  constara  de 
vista. 

Resultando:  que  también  adjuntó 
el  representante  de  Juana  Talé  unas 
posiciones  que  absolvió  Antonio  Gar¬ 
cía  en  lo  que  respecta  a  las  relaciones 
amorosas  que  tuvo  con  Juana  Taló. 

Resultando:  que  los  diversos  docu¬ 
mentos  que  el  actor  acompaña  niguno 
se  relaciona  con  la  filiación  de  Adela 
Taló. 

Resultando:  que  la  parte  demandada 
presentó  el  interrogatorio  de  folios  23 
en  que  propuso  el  examen  de  los  testi¬ 
gos  Jesús  Baquiax,  José  Franco  Talé, 
Juan  y  Antonio  Mendoza,  José  Risder, 
Domingo  Taix,  Baltazar  Castro,  Luis 
Mendoza  y  María  Velásquez,  quienes 
declararon  de  -entero  acuerdo  a  las 
preguntas  formuladas  y  tendientes  a 
demostrar  que  Juana  Taló  fué  recogida 
y  llevada  ala  casa  de  José  Basilio  Taló 
quien  la  cuidaba  como  hija  adoptiva,  y 
que  cuando  ésta  tuvo  relaciones  ilícitas 
con  Antonio  García  obligó  a  éste  a 
que  se  unieran  en  matrimonio,  no 
habiéndose  llevado  a  efecto  ese  enlace 
por  haber  muerto  antes  José  Basilio 
Talé. 

Resultando:  que  puesto  el  juicio  en 
estado  de  sentencia  se  dictó  la  de  1*1 
Instancia  en  el  sentido:  1?  de  que  la 
menor  Adela  Talé  es  hija  de  don  José 
Basilio  Taló,  procreada  con  Juana 
Talé,  y  2?  que  en  consecuencia  dicha 
menor  goza  de  todos  los  derechos  y  pri¬ 
vilegios  que  la  ley  concede  a  todos 
los  hijos  ilegítimos  reconocidos. 

Resultando:  que  apelada  esa  reso¬ 
lución  por  los  demandados,  se  revocó 
como  se  dijo  antes  por  la  Sala  4^  de 


Apelaciones,  introduciéndose  contra 
la  sentencia  de  2*1  Instancia  el  recurso 
de  casación,  por  violación  de  los  artí¬ 
culos  824—825—826—827—829—835 
854—  608—  603—  790—  Código  Civil 
de  Procedimientos  y  del  Decreto  Gu¬ 
bernativo  591. 

Considerando:  que  las  disposiciones 
del  Código  Civil  de  Procedimientos  que 
se  invocan  como  infringidas,  se  con¬ 
traen  unas  al  valor  y  apreciación  de  la 
prueba  de  testigos,  y  otras  a  la  tacha 
de  la  misma  prueba  testimonial,  a  las 
pruebas  notoriamente  impertinentes  y 
a  que  el  que  afirma  está  obligado  a 
probar;  que  en  cuanto  a  las  primeras, 
la  Sala  sentenciadora  hizo  genuina  y 
recta  aplicación  de  las  leyes  regula¬ 
doras  de  la  prueba  testimonial,  apre¬ 
ciando  como  correspondía,  según  su 
criterio,  el  valor  de  la  prueba  de  tes¬ 
tigos  rendida  por  la  parte  actora,  la 
cual  por  no  ser  suficiente  a  juicio  de 
aquel  Tribunal  hubo  de  desecharla, 
no  habiendo  por  consiguiente  infrin¬ 
gido  ninguno  de  los  artículos  mencio¬ 
nados  ni  los  otros  que  se  citan  en  el 
recurso. 

Considerando:  que  por  el  mismo  mo¬ 
tivo  no  fueron  violadas  las  disposicio¬ 
nes  del  Decreto  591  en  lo  que  puedan 
tener  relación  con  el  juicio  de  que  se 
trata,  ya  que  la  prueba  que  por  dicho 
decreto  se  exige  para  establecer  la 
filiación  no  se  completó  con  los  testigos 
que  presentó  la  parte  demandante  para 
el  efecto  de  establecer  de  manera  feha¬ 
ciente  la  filiación  de  Adela  Taló. 

Por  tanto:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  en  apoyo  de  lo  dispuesto  en 
el  artículo  1887  Código  Civil  de  Pro¬ 
cedimientos,  desestima  el  recurso  in- 
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terpuesto  y  condena  a  la  parte  que  lo 
introdujo  a  la  pérdida  del  depósito  y 
al  pago  de  las  costas  del  incidente. 
Notifíquesey  como  corresponde  devuél¬ 
vase  al  Tribunal  de  su  origen. 

Antonio  G.  Saravia. — José  A.  Beteta. — 
J.  Manuel  Klée. — Quirino  Flores  y  Flo¬ 
res.— J.  Antonio  Godot. 

José  Salazar  Z., 
Secretario. 


CIVIL 

Juicio  de  tercería 

Corte  Suprema  de  Justicia:  Guate¬ 
mala,  veinticuatro  de  julio  de  mil  no¬ 
vecientos  quince. 

Vista  por  recurso  de  casación  con 
los  antecedentes  de  que  procede,  la 
sentencia  que  con  fecha  diez  y  nueve 
de  noviembre  del  año  pasado  dictó  la 
Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones,  en 
que  confirma  la  que  pronunció  el  Juez 
de  l*  Instancia  de  Retalhuleu  en  el 
juicio  ordinario  seguido  por  don  Joa¬ 
quín  López  contra  don  Guillermo 
Mohr,  con  la  modificación  de  que  se 
cancele  la  anotación  hecha  en  el  Re¬ 
gistro  de  la  Propiedad  Inmueble  y  de 
que  no  hay  condenación  en  costas. 

Resulta:  que  en  la  ejecución  que 
por  cantidad  de  pesos  oro  americano 
promovió  ante  el  citado  Juez  el  Licen¬ 
ciado  don  José  Barillas  Fajardo,  en 
concepto  de  apoderado  de  don  Guiller¬ 
mo  Mohr  contra  don  Fernando  N. 
Arias,  pidió:  que  se  librara  manda¬ 
miento  ejecutivo,  comisionándose  al 
Alcalde  de  San  Felipe  para  requerir 
al  señor  Arias;  que  se  librara  embargo 
en  un  crédito  hipotecario  que  a  favor 
de  este  señor  otorgó  don  Manuel  Con- 
treras,  acompañando  al  efecto  la  cer¬ 


tificación  del  Registro,  y  otro  que  en 
oro  le  tenía  don  Manuel  J.  Villalobos; 
y  que  se  anotara  el  embargo  en  el  Re¬ 
gistro. 

Resulta:  que  en  escrito  posterior  de 
seis  de  julio  del  año  de  mil  novecientos 
once,  el  actor  solicitó  antes  de  que 
Arias  fuera  requerido  de  pago,  que  se 
mandara  anotar  en  el  Registro  la  de¬ 
manda  ejecutiva,  incluyendo  un  despa¬ 
cho  que  se  librara  al  Registrador  los 
datos  concernientes  al  crédito  hipote¬ 
cario  otorgado  por  don  Manuel  Contre- 
rasafavordel  ejecutado  Arias.  El  Juez 
proveyó  de  conformidad,  haciéndose 
la  respectiva  anotación  el  siete  de  julio 
de  ese  mismo  año  (folios  12,  l&y  14.) 

Resultando:  que  don  Fernando  N. 
Arias  fué  requerido  de  pago  por  el 
Juez  de  Paz  de  San  Felipe,  el  diez  del 
mes  y  año  últimamente  citados,  y 
como  no  hiciera  efectiva  la  cantidad 
objeto  de  la  ejecución,  el  Ministro  eje¬ 
cutor  le  advirtió  que  se  trababa  em¬ 
bargo  sobre  el  crédito  hipotecario  que, 
como  ya  dijo,  había  sido  anotado  en  el 
Registro  y  sobre  otro  que  en  oro  le 
tenía  don  J.  Manuel  Villatoro  (fojas 
12  vueltas). 

Resultando:  que  fallado  en  primera 
y  segunda  instancia  el  juicio  ejecuti¬ 
vo  en  el  sentid.0  de  que  había  lugar 
de  hacer  trance  y  remate  en  el  crédito 
embargado  y  con  su  producto  pagar 
al  acreedor,  hubo  de  suspenderse  la 
continuación  del  juicio  en  virtud  de  la 
tercería  de  dominio  y  la  nulidad  de  la 
anotación  de  la  demanda  que  entabló 
don  Joaquín  López  el  16  de  diciembre 
de  1911. 

Resultando:  que  el  tercer  opositor 
señor  López  al  entablar  su  demanda 
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expuso:  que  al  iniciarse  la  ejecución 
contra  don  Fernando  Arias  se  pidió  el 
embargo  de  un  crédito  hipotecario 
otorgado  a  favor  del  demandado  por 
don  Manuel  Contreras  y  otro  crédito 
que  en  oro  le  adeudaba  don  Manuel 
J.  Villatoro  y  que  a  su  vez  se  anotara 
en  el  Registro:  que  al  librarse  el  man¬ 
damiento  ejecutivo  y  el  deudor  fue 
requerido  de  pago  el  día  10  de  julio, 
al  embargársele  el  crédito  hipotecario 
que  expresa  el  acta  de  requerimiento, 
Arias  manifestó  que  ese  embargo  no 
podía  hacerse  por  haber  enajenado  el 
expresado  crédito  a  favor  del  presen¬ 
tado  (López),  según  escritura  pública 
autorizada  en  Quezaltenango  el  día 
quince  de  junio  de  aquel  mismo  año 
(1911):  que  a  pesar  de  la  declaración 
del  señor  Arias  de  no  ser  suyo  el  cré¬ 
dito  embargado  y  de  que  la  diligencia 
de  embargo  se  practicó  el  diez  de  julio, 
tres  días  antes  se  llevó  a  cabo  la  ano¬ 
tación  de  la  demanda  de  la  inscripción 
hipotecaria  del  crédito  a  que  se  refe¬ 
ría;  que  no  habiéndose  anotado  en  el 
Registro  de  Inmuebles  el  embargo  en 
el  modo  y  forma  que  dispone  el  Art. 
940,  Código  Civil  de  Procedimientos, 
sino  la  demanda  que  motivó  la  eje¬ 
cución  contra  Arias,  esa  diligen¬ 
cia  es  nula  por  no  estar  comprendido 
el  caso  en  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
respectivo,  título  59  del  libro  39  del 
Código  Civil;  y  que  siendo  la  compra¬ 
venta  un  contrato  consensual  que  se 
perfecciona  con  el  consentimiento  de 
las  partes,  era  un  hecho  que  desde  el 
quince  de  junio  de  mil  novecientos 
once  quedó  perfecto  el  contrato  cele- 
brado  entre  don  Fernando  Arias  y  él 
(López,  tercer  opositor),  pues  no  se 


necesita  para  la  ejecución  la  inscrip¬ 
ción  en  el  Registro  por  no  tratarse  de 
un  contrato  de  compra-venta  de  in¬ 
muebles  según  lo  preceptúa  el  artículo 
245,  decreto  273. 

Resultando:  que  tramitada  la  terce¬ 
ría  en  la  vía  ordinaria  con  citación  del 
ejecutante  y  el  ejecutado,  que  también 
fuéB  requerido  por  López  a  que  saliera 
a  la  evicción  y  saneamiento  del  crédito 
vendido,  el  primero  expuso  (folios  38) 
que  habiendo  embargado  en  tiempo  y 
anotado  la  demanda  en  el  Registro 
antes  de  que  don  Joaquín  López  ins¬ 
cribiera  la  escritura  de  la  cesión  del 
crédito  hipotecario  era,  en  consecuen¬ 
cia,  preferente  la  anotación  a  cual¬ 
quier  otro  gravamen  posterior,  negan¬ 
do  así  los  fundamentos  de  la  demanda 
de  la  tercería;  y  en  cuanto  al  segundo 
se  le  tuvo  por  contestada  negativa¬ 
mente. 

Resultando:  que  con  los  documentos 
públicos  y  las  certificaciones  expedi¬ 
das  por  el  Director  del  29  Registro  de 
la  Propiedad  Inmueble  que  acompa¬ 
ñara  tanto  el  actor  como  el  demandado 
y  estimando  la  cuestión  promovida  co¬ 
mo  puramente  de  derecho,  se  resolvió 
en  1^  Instancia:  19  nula  e  insubsis¬ 
tente  la  anotación  de  la  demanda  del 
ejecutante;  29  quedar  excluido  del  em¬ 
bargo  el  crédito  hipotecario  inscrito  a 
favor  de  López;  y  39  que  puede  conti¬ 
nuar  el  remate  de  los  demás  bienes 
embargados.  La  Sala  4!-1  de  la  Corte 
de  Apelaciones  que  conoció  por  recur¬ 
so  de  apelación  de  esa  sentencia,  pro¬ 
nunció  el  fallo  de  que  al  principio  se 
hizo  relación  y  contra  el  cual  se  inter¬ 
puso  por  el  ejecutante  el  recurso  de 
casación,  citando  como  violados  los 
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artí culos  2,111  —  2,121—2,123—2,125 
—2,126—2,128—2,129—2,018—2,019 
—  2,025—2,034—2,041—2,095—2,101 
—1,102—2,103—2,104  y  2,110  Código 
Civil;  914  —  924  —  940  y  944  Código 
Civil  de  Procedimientos,  para  que  se 
declare  absuelto  de  la  demanda  de 
tercería  excluyente  entablada  por  don 
Joaquín  López  en  la  ejecución  reque¬ 
rida  por  el  recurrente. 

Considerando:  que  los  diversos  ar¬ 
tículos  del  Código  Civil  que  se  invocan 
infringidos  en  la  ejecutoria  recurrida 
se  contraen,  respectivamente,  a  los  de¬ 
rechos  reales  provenientes  de  la  cons¬ 
titución  de  la -hipoteca;  a  los  bienes 
que  afecta  directamente  esta  garantía; 
a  que  los  bienes  litigiosos  pueden  hipo¬ 
tecarse;  a  la  ampliación  que  podrá 
pedirse  cuando  fueren  insuficientes  los 
bienes  en  la  hipoteca  legal;  a  la  no 
suspensión  del  procedimiento  ejecu¬ 
tivo  por  el  acreedor  hipotecario,  sino 
por  la  reclamación  de  un  tercero,  fun¬ 
dada  en  un  título  de  dominio  inscrito 
con  anterioridad  al  título  del  acreedor 
ejecutante,  y  sucesivamente  todos  los 
demás  artículos  que  se  expresan  en  el 
recurso  con  excepción  del  artículo 
2,111  son  del  todo  ajenos  al  punto 
controvertido,  toda  vez  que  se  trata 
únicamente  en  la  demanda  de  tercería 
de  la  nulidad  de  la  anotación  que  se 
hizo  en  el  Registro  de  la  Propiedad 
sobre  un  crédito  hipotecario  que  a 
favor  del  ejecutado  Fernando  Arias 
aparecía  inscrito  por  mil  quinientos 
pesos  oro  americano. 

Considerando:  que  el  artículo  2,111, 
antes  citado,  no  f  ué  violado  por  la  Sala 
sentenciadora,  sino  que  por  el  contra¬ 
rio  no  hizo  otra  cosa  que  aplicarlo  al 


caso  sub  judice,  al  declarar  que  en  el 
juicio  ejecutivo  se  hará  la  anotación 
preventiva  en  los  bienes  del  deudor 
cuando  se  hubiere  obtenido  manda¬ 
miento  de  embargo  y  no  al  interpo¬ 
nerse  la  demanda  como  precisamente 
se  hizo  al  ejecutar  a  Arias. 

Considerando:  que  los  artículos  924 
— 940 — y  944  Código  Civil  de  Procedi¬ 
mientos  también  son  inaplicables  al 
juicio  de  tercería  que  se  ha  venido 
ventilando,  por  referirse  tales  disposi¬ 
ciones  únicamente  al  mandamiento  de 
embargo;  a  que  «deberá»  tomarse 
razón  en  el  Registro  de  los  bienes 
embargados;  y  finalmente  a  que,  una 
vez  hecho  el  requerimiento  al  deudor, 
se  proceda  al  embargo  de  bienes  si  éste 
no  pagare. 

Por  tanto:  La  Corte  Suprema  de 
Justicia,  en  aplicación  a  lo  dispuesto 
en  el  artículo  1887,  Código  Civil  de 
Procedimientos,  desestima  el  «recurso» 
interpuesto,  manda  ingresar  a  favor 
de  los  fondos  de  justicia  la  cantidad 
depositada;  y  condena  a  la  parte  recu¬ 
rrente  a  las  costas  de  este  incidente- 
Notifíquese,  y  devuélvase  con  certifi. 
cación  al  Tribunal  de  donde  procede. 

Antonio  G.  Saravia. — José  A.  Beteta. — 
J.  Manuel  Klée _ Quirino  Flores  t  Flo¬ 

res. — J.  Antonio  Godo  y. 

José  Salazar  Z., 

Secretario. 


CRIMINAL 

Cuestión  prejudicial.— Se  desestima 
un  recurso 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Gua¬ 
temala,  diez  y  ocho  de  marzo  de  mil 
novecientos  quince. 

Visto  por  recurso  de  casación  y  con 
sus  antecedentes  respectivos,  el  auto 
que  dictó  la  Sala  I?1  de  la  Corte  de 
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Apelaciones,  con  fecha  10  de  noviembre 
de  1914,  por  el  cual  confirma  la  reso¬ 
lución  proferida  por  el  mismo  Tribunal 
el  17  de  octubre  anterior,  en  que  po¬ 
niendo  término  al  ocurso  de  queja  que 
de  doña  Victoria  Castro  v.  de  Cordero 
presentó  contra  el  Juez  69  de  1^  Ins¬ 
tancia  de  este  departamento,  declara: 
que  debe  retirarse  la  orden  de  captura 
librada  contra  la  primera,  con  motivo 
de  la  causa  que  por  delito  de  hurto  le 
inició  doña  Rosaura  Coronado  v.  de 
Páiz;  que  se  entregue  a  aquélla  un 
carro  de  sal  secuestrado  a  solicitud  de 
la  acusadora;  y,  por  último,  se  previene 
al  Juez  de  la  referida  causa  resuelva 
la  cuestión  prejudicial  que  se  alega 
con  vista  de  los  hechos  expuestos  por 
la  querellante  y  acusada. 

Resulta:  que  el  3  de  octubre  de  1914 
doña  Rosaura  Coronado  se  presentó 
ante  el  Juez  2*?  de  Paz  de  esta  ciudad, 
acusando  a  doña  Victoria  Castro  v.  de 
Cordero  por  hurto  de  la  sal  que  elabora 
en  unas  salinas  ubicadas  en  el  puerto 
de  San  José,  y  que  asegura  hubo  por 
herencia  de  su  esposo  don  Abel  Páiz; 
solicitando,  además,  el  secuestro  de  un 
carro  conteniendo  dicho  artículo,  que 
se  encuentra  en  la  estación  del  ferro¬ 
carril,  así  como  la  captura  de  la  señora 
viuda  de  Cordero.  Junto  con  su  que¬ 
rella  presentó  varios  documentos  y 
ofreció  prueba  testifical  en  apoyo  de  su 
acción. 

Instruidas  las  primeras  diligencias, 
el  expresado  funcionario  libró  las  ór¬ 
denes  solicitadas,  pasando  en  seguida 
la  causa  al  conocimiento  del  Juez  6? 
de  1^  Instancia. 

Resulta:  que  la  acusada,  en  memorial 
de  8  del  mes  referido,  pidió  que  con  el 


mérito  de  la  documentación  que  presen¬ 
taba,  que  se  retiraran  las  dos  órdenes 
de  que  se  hizo  relación,  a  lo  cual  el 
Juez  se  limitó  a  mandar  agregar  a  sus 
antecedentes  la  solicitud  presentada. 

Resulta:  que  con  vista  de  ese  proce¬ 
dimiento,  la  señora  viuda  de  Cordero 
ocurrió  en  queja  ante  la  Sala  l1!  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  promoviendo  el 
ocurso  correspondiente,  el  cual,  previo 
informe,  fué  resuelto  en  el  sentido  de 
que  se  hizo  mérito  en  auto  de  17  del 
citado  mes,  y  confirmado  mediante  re¬ 
curso  de  revisión  en  10  de  noviembre 
del  mismo  año. 

Resulta:  que  contra  dicha  ejecutoria, 
la  querellante  señora  Coronado  v.  de 
Páiz,  auxiliada  por  un  Abogado,  intro¬ 
dujo  el  presente  recurso  por  infracción 
de  ley  y  de  procedimiento,  citando 
•como  infringidos  los  artículos  30,  31, 
33,  514,  515  y  674,  inciso  3?,  677  y 
718  del  Cod.  de  Procedimientos  Penales. 

Considerando:  que  el  recurso  de  ca¬ 
sación  en  los  juicios  penales  por  infrac¬ 
ción  de  ley,  si  se  interpone  contra 
resoluciones  interlocutorias,  solamente 
procede  cuando  se  refiere  a  ios  autos 
que  expresan  los  incisos  2?,  39,  49  y  5? 
del  artículo  674  del  Código  de  Proce¬ 
dimientos  en  materia  penal,  entre  los 
cuales,  como  se  ve  en  la  relación  que 
precede,  no  está  comprendido  el  que 
dictó  la  Sala  l'l  de  la  Corte  de  Apela¬ 
ciones,  resolviendo  el  ocurso  de  queja 
contra  el  Juez  69  de  este  departamento. 

Considerando:  que  la  determinación 
del  Tribunal  de  2^  Instancia  previ¬ 
niendo  al  de  Ti  resuelva  acerca  de  la 
cuestión  prejudicial  que  se  presenta 
conforme  los  hechos  alegados  por  acu¬ 
sadora  y  acusada,  no  quebranta  el 


354 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


procedimiento  al  tenor  del  artículo  677 
del  citado  Código. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y 
en  lo  dispuesto  por  el  artículo  690  del 
respectivo  Código  de  Procedimientos 
Penales,  declara  improcedente  el  re¬ 
curso  e  impone  a  la  parte  que  lo  inter¬ 
puso  15  días  de  arresto,  conmutables 
.con  un  peso  diario. 

Notifíquese  y  con  certificación  de¬ 
vuélvanse  los  autos  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Antonio  G.  Sara  vía. — José  A.  Beteta _ 

J.  Manuel  Kléé.  —  Quirino  Flores  y 
Flores. — José  Barillas  V. 

J.  Ramón  Pareja, 

Secretario  accidental. 


CRIMINAL 

Filiación 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guate¬ 
mala,  cuatro  de  junio  de  mil  novecien¬ 
tos  quince. 

Vistos  por  recurso  de  casación  y  con 
los  antecedentes  de  que  proceden  los 
autos  que  con  fecha  seis  de  mayo  úl¬ 
timo  dictó  la  Sala  2*1  de  Apelaciones, 
confirmando  en  el  primero  el  que  dictó 
el  Juez  2?  de  1*1  Instancia  de  este  de. 
partamento  el  22  de  abril  recién  pasado 
en  el  que  declara  consentida  y  ejecuto¬ 
riada  la  sentencia  proferida  en  el 
juicio  que  sobre  filiación  y  propiedad 
de  unos  bienes  siguen  Carlos  Huertas 
con  Cecilia  Ortiz  v.  de  Garrido;  y  en 
el  segundo  en  que  confirma  la  misma 
Sala  el  auto  en  que  el  propio  Juez  de¬ 
clara  sin  lugar  la  excepción  de  falta 


de  personería  opuesta  por  la  señora 
Ortiz  v.  de  Garrido  a  don  Carlos  Huer¬ 
ta  y  don  David  Salazar  en  el  juicio  de 
que  se  hizo  relación. 

Considerando:  que  pedidos  los  ante¬ 
cedentes  se  fijó  en  providencia  de 
veintiséis  de  mayo  por  este  Tribunal  la 
cantidad  que  debía  depositarse  en  el 
término  que  esa  providencia  señala, 
depósito  que  no  se  efectuó.  Artículo 
329,  Decreto  273. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  fundándose  en  la  ley  citada, - 
declara  sin  lugar  el  recurso  interpuesto. 

Notifíquese,  y  con  certificación,  de¬ 
vuélvase. 

Sara  vía. — Beteta.  —  Klée.  —  Flores  y 
Flores.— Godoy. 

José  Salazar  Z., 

Secretario. 


CRIMINAL 

Hurto  de  semovientes 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Gua¬ 
temala,  trece  de  julio  de  mil  novecien¬ 
tos  quince. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con 
los  antecedentes  de  que  procede,  la 
sentencia  de  la-  Sala  5^  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  de  fecha  28  de  abril  del 
corriente  año,  en  la  que,  desaprobando 
la  del  Juez  de  1*1  Instancia  de  Jutiapa, 
pronunciada  en '27  de  febrero  de  mil 
novecientos  catorce,  declara:  que  Da¬ 
vid  Colindres  es  reo  del  delito  de 
hurto  de  semovientes,  por  el  cual  le 
impone  la  pena  de  seis  años  ocho 
meses  de  prisión  correccional,  incon¬ 
mutables;  lo  obliga  al  pago  de  las 
responsabilidades  civiles  consiguientes 
al  delito;  lo  suspende  en  el  ejercicio 
de  los  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena;  lo  exonera  de  la 
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reposición  del  papel,  si  probare  ser 
pobre  en  el  sentido  legal;  y,  por  últi¬ 
mo,  manda  entregar  los  bueyes  hurta¬ 
dos  a  don  Asunción  Medina,  o  a  su 
representante. 

Resulta:  que  el  27  de  septiembre  de 
mil  novecientos  doce  se  presentó  al 
Juez,  de  Paz  de  Asunción  Mita  Pru¬ 
dencio  Rodríguez,  en  concepto  de 
apoderado  del  señor  Medina,  manifes¬ 
tando  que  en  el  mes  de  julio  del 
propio  año  le  habían  sido  hurtados  a 
su  apoderante,  en  San  Antonio  Me- 
sohual,  una  yunta  de  bueyes  prietos, 
un  buey  vermejo  y  un  sardo  de  ver- 
mejo,  los  cuales  se  encontraban  en 
poder  del  Doctor  don  Santos  Alarcón, 
por  cuyo  motivo  le  acusaba  criminal¬ 
mente,  pidiendo  desde  luego  el  reco¬ 
nocimiento  de  dichos  animales. 

Resulta:  que  abierta  la  averiguación 
del  caso,  ordenada  la  captura  del 
acusado  y  ratificado  el  escrito  de  que¬ 
rella,  presentó  el  señor  Alarcón  el 
escrito  de  9  de  diciembre,  en  el  cual 
manifiesta:  que  habiendo  llegado  a  su 
conocimiento  que  se  le  acusaba  por  el 
hurto  de  dichos  semovientes,  desde 
luego  pedía  el  examen  de  los  señores 
Herminio  Roca,  Bernardino  Arias, 
Jesús  Alheño  y  Ezequiel  Salazar,  a 
quienes  constaba  de  vista  que  los 
había  comprado  a  David  Colindres, 
vecino  del  municipio  de  Agua  Blanca, 
por  la  cantidad  de  ciento  ochenta 
pesos  plata,  advirtiendo  que  ignoraba 
que  los  repetidos  semovientes  fuesen 
hurtados,  lo  que  no  puede  sospechar 
puesto  que  se  le  entregaron  venteados, 
y  que  además,  en  otras  ocasiones  había 
comprado  ganado  a  Colindres;  pidió 
que  se  esclarecieran  estos  hechos  para 
demostrar  su  inocencia,  y  dijo  que 
ponía  los  semovientes  a  disposición  de 
la  autoridad. 

Resulta:  que  examinados  dichos  tes¬ 
tigos,  declararon  en  sustancia,  de 
conformidad  con  lo  expuesto  por  el 
señor  Alarcón;  pero  sin  afirmar  que  la 


compra  de  los  bueyes  se  hubiera  hecho 
a  su  presencia. 

Resulta:  que  nombrados  expertos 
para  reconocer  y  valuar  los  bueyes  a 
los  señores  Doctor  Salguero  y  Fran¬ 
cisco  Medrano,  éstos,  previa  acepta¬ 
ción  y  discernimiento  de  su  cargo, 
manifestaron:  que  los  cuatro  bueyes 
estaban  herrados  con  los  fierros  cria¬ 
dores  que  se  dibujan  en  el  dictamen 
de  folios  13;  que  no  están  venteados, 
pues  únicamente  aparece  además  de 
aquéllos  el  fierro  de  la  pertenencia 
del  Doctor  Alarcón,  y  que  el  valor  de 
ellos  es  de  mil  cuatrocientos  pesos, 
moneda  corriente. 

Resulta:  que  remitidas  las  diligen¬ 
cias  al  Juez  de  1^  Instancia  de  Jutiapa, 
se  ordenó  la  captura  de  David  Colin¬ 
dres,  quien  fué  remitido  de  Chiqui- 
mula  al  Juez  de  Jutiapa,  e  interrogado 
en  la  forma  correspondiente,  manifes¬ 
tó:  que  es  originario  de  Agua  Blanca 
y  vecino  del  Tempisque,  departamento 
de  Jutiapa,  ciudadano  inscrito  en  el 
Registro  Civil  del  primero  de  dichos 
pueblos  y  exceptuado  del  servicio  mi¬ 
litar  por  impedimento  físico.  Con 
relación  al  hecho  que  se  averigua, 
confesó  ser  cierto  que  en  el  mes  de 
julio  de  mil  novecientos  doce  vendió 
a  don  Santos  Alarcón  los  bueyes  de 
que  se  trata,  por  la  cantidad  de  cien 
pesos  plata  y  cuatrocientos  treinta  pe¬ 
sos  billetes,  y  que  dichos  animales  los 
hubo  por  compra  que  hizo  a  don  Fran¬ 
cisco  Parrilla,  en  el  lugar  llamado  San 
Juan,  del  municipio  de  Asunción  Mita, 
a  principios  de  julio,  y  por  la  suma  de 
ciento  cuarenta  pesos  plata,  sin  exi¬ 
girle  ningún  comprobante  porque  los 
bueyes  estaban  “bien  venteados,”  sin 
que  ninguna  persona  hubiera  presen¬ 
ciado  el  contrato  de  la  venta. 

Resulta:  que  el  querellante,  para 
comprobar  la  propiedad  de  Medina, 
presentó  una  matrícula  del  fierro  crea¬ 
dor  que  tiene  en  uso;  pero  tal  docu¬ 
mento  no  está  legalizado. 
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Resulta:  que  previo  los  trámites  y 
diligencias  procedentes,  el  Juez  dictó 
sentencia  absolviendo  del  cargo  a  Co- 
lindres,  por  estimar  que  no  se  había 
probado  la  propiedad  ni  la  perma¬ 
nencia  en  poder  de  Asunción  Medina 
de  los  bueyes  de  que  se  trata. 

Resulta:  que  elevada  a  la  Sala  5 ^  la 
causa  en  consulta  del  fallo  de  l?1 
Instancia,  el  cual  no  fue  consentido 
por  el  acúsador  en  cuanto  al  punto  de 
que  se  mandan  devolver  los  bueyes 
al  Doctor  Alarcón,  aquel  Tribunal 
sustanció  el  recurso  librando  a  solici¬ 
tud  del  Fiscal  uu  suplicatorio  a  la 
autoridad  correspondiente  de  la  Re¬ 
pública  de  El  Salvador,  a  efecto  de 
que  el  señor  Medina  comprobara  su 
propiedad.  El  resultado  de  esa  dili¬ 
gencia  fué  de  entero  acuerdo  con  el 
acusador,  pues  los  testigos  por  él  pre¬ 
sentados  declararon  constarles  de  vista 
que  en  el  mes  de  junio  de  mil  nove¬ 
cientos  doce  le  fueron  hurtados  a 
Medina  los  bueyes  referidos,  en  su 
hacienda  de  San  Antonio  Mesohual, 
jurisdicción  de  Metapán,  República  de 
El  Salvador.  Declaró,  además,  don 
Francisco  Parrilla,  vecino  de  Santa 
Ana,  a  quien,  según  afirmó  Colindres 
le  compró  los  bueyes,  negando  este 
hecho,  asegurando  que  no  conoce  a 
Colindres  y  que  jamás  ha  celebrado 
con  él  ningún  contrato. 

Resulta:  que  la  Sala,  de  acuerdo 
con  el  pedimento  Fiscal,  dictó  el  fallo 
que  se  examina,  del  cual  interpuso 
Colindres  el  presente  recurso,  fundán¬ 
dose  en  que  el  delito,  según  él,  fué 
cometido  por  Francisco  Medina,  salva¬ 
doreño,  en  territorio  de  El  Salvador, 
razón  por  la  cual  sólo  los  tribunales  de 
ésta  República  son  competentes  para 
juzgarlo;  y  en  que,  habiendo  pedido 
en  primera  y  en  segunda  Instancia  el 
examen  de  Serapio  Girón  y  otros  tes¬ 
tigos  que  no  menciona,  para  probar 
que  no  fué  Francisco  Parrilla  sino 
Francisco  Medina  quien  le  vendió  los 


bueyes,  el  Juez  y  la  Sala  no  resolvieron 
nada  a  este  respecto,  infringiendo  así 
los  artículos  570,  664,  665,  667  y  735 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

Considerando:  que  los  artículos  cita¬ 
dos  no  fueron  infringidos  por  la  Sala 
sentenciadora,  porque  ni  en  la  pieza 
de  primera  Instancia,  ni  en  la  de 
segunda,  aparece  que  al  reo  se  le 
hubiera  negado  la  práctica  de  alguna 
diligencia  de  prueba  conducente,  con¬ 
traviniendo  al  inciso  1?  del  artículo 
677,  ni  está  el  caso  presente  compren¬ 
dido  en  ninguno  de  los  demás  incisos 
del  artículo  citado  del  Código  de  Pro¬ 
cedimientos  Penales,  ya  que  la  compe¬ 
tencia  que  ahora  se  niega  en  los  jueces 
de  Guatemala  para  conocer  del  delito 
perpetrado,  está  perfectamente  esta¬ 
blecida  por  el  hecho  de  haberse  verifi¬ 
cado  la  venta  de  los  bueyes,  por  un 
guatemalteco  en  territorio  de  la  Repú¬ 
blica,  como  lo  es  Asunción  Mita,  aparte 
de  que  la  excepción  que  pudiera  haber¬ 
se  opuesto  por  el  reo  no  se  alegó  en 
tiempo  y  forma,  sino  hasta  en  el  escrito 
en  que  se  entabló  la  casación,  ni  sería 
el  caso  de  extradición  del  reo,  por 
tratarse  de  un  guatemalteco;  artículo 
6?,  inciso  5?  del  Código  Penal. 

Por  tanto:  la  Corte  Supremá  de 
Justicia,  con  apoyo,  además,  en  el 
artículo  690  del  citado  cuerpo  de  le¬ 
yes,  desestima  el  recurso  interpuesto,  e 
impone  a  David  Colindres  quince  días 
de  arresto,  conmutables  con  dos  reales 
diarios. 

Notifíquese  y  con  certificación  de¬ 
vuélvanse  los  antecedentes  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Antonio  G.  Sara  vía.— José  A.  Beteta. — 
J.  Manuel  Klée. — Quirino  Flores  y  Flo¬ 
res.— J.  Antonio  Godot. 

José  Salazar  Z., 

Secretario. 
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CRIMINAL 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  por  no  haber¬ 
se  interpuesto  en  forma  legal 


Corte  Suprema  de  Justicia:  Guate¬ 
mala,  seis  de  agosto  de  mil  novecientos 

quince. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con 
sus  antecedentes  la  sentencia  pronun¬ 
ciada  por  la  Sala  4!t  de  Apelaciones  el 
seis  de  febrero  de  este  año,  que  confir¬ 
ma  la  que  dictó  el  Juez  Departamen¬ 
tal  de  Sololá  con  fecha  ocho  de  octubre 
del  año  de  mil  novecientos  catorce  en 
la  que  por  el  delito  de  homicidio  im¬ 
pone  al  reo  Diego  Guarchaj  Tambriz 
la  pena  de  seis  años  ocho  meses  de 
prisión  correccional,  haciendo  las  de¬ 
más  declaraciones  de  derecho. 

Resulta:  que  el  veintiséis  de  abril 
de  mil  novecientos  doce,  el  Juez  Muni- 
eipal  de  Nahualá  tuvo  conocimiento 
de  que  se  había  cometido  un  delito  y 
procedió  a  instruir  la  averiguación, 
examinando  a  Diego  Ihsmalá,  el  que 
expuso:  que  en  el  desempeño  de  una 
comisión  y  acompañado  del  Regidor 
Manuel  Tambriz,  se  dirigió  el  veinte 
de  abril  del  año  citado  al  río  Mazá, 
donde  se  iba  a  inaugurar  un  puente; 
que  por  haber  recibido  orden  de  reti¬ 
rarse  de  ese  lugar,  porque  tal  inaugu¬ 
ración  se  transfirió  para  otra  fecha,  se 
encaminó  con  Tambriz  para  la  aldea 
de  Shejugal  y  al  día  siguiente  se  mar¬ 
chó  a  Pajocá  a  ver  sus  intereses,  de¬ 
jando  a  Tambriz  que  iba  a  comprar 
maíz  en  el  lugar  últimamente  indica¬ 
do:  que  cuando  regresó,  el  domingo 
veintiuno  siguiente,  Alonso  Tambriz 
le  dió  aviso  que  el  Regidor  había  sido 


muerto:  que  tomó  algunos  datos  y 
procedió  a  la  captura  de  algunas  per¬ 
sonas  que  le  parecieron  sospechosas  y 
dió  cuenta  con  ellas.  A  fojas  diez  y 
siete  se  encuentra  el  informe  de  los 
empíricos  que  practicaron  el  reconoci¬ 
miento  del  cadáver,  los  que  informan 
que  de  las  lesiones  que  aquél  presenta, 
fueron  de  necesidad  mortales  las  dos 
que  le  causaron  en  la  cabeza. 

Resulta:  que  aunque  fueron  exami¬ 
nadas  algunas  personas,  nada  se  ave¬ 
riguó. 

Resulta:  que  interrogado  el  reo  con¬ 
fesó  su  delincuencia,  y  practicadas 
otras  diligencias  se  dictó  el  fallo  de 
que  se  habla  al  principio,  que  confir¬ 
mó  la  Sala,  contra  el  que  se  interpuso 
este  recurso  por  el  defensor  del  reo, 
auxiliado  por  el  procurador  defensor, 
sin  expresar  el  motivo  por  que  se  in¬ 
terpone,  ni  expresar  si  fueron  o  no 
violadas  algunas  leyes. 

Considerando:  que  en  el  recurso  in¬ 
terpuesto  no  se  cumplieron  ningunas 
de  las  disposiciones  que  contienen  los 
Artículos  681-682  y  683  del  Código 
Prc.  Pls. 

Por  tanto:  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  haciendo  aplicación  de  lo  pre¬ 
ceptuado  por  los  artículos  685  y  690 
Prs.  Penales,  declara  improcedente  el 
recurso,  manda  imponer  quince  días 
de  arresto  al  reo,  conmultables  confor¬ 
me  al  Código  Penal;  y  que  se  devuel¬ 
van  los  antecedentes  con  la  respectiva 
certificación  al  Tribunal  de  su  origen. 

Antonio  G.  Sara  vía. — José  A.  Beteta. — 
J.  Manuel  Klée. — Quirino  Flores  y  Flo¬ 
res.— José  Serrano  Muñoz. 

José  Salazar  Z., 

Secretario. 
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CUADRO 

que  demuestra  el  número  de  resoluciones  dictadas  por  los  Tribunales  de  la 
República  durante  el  mes  de  octubre  de  1915 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

A  LA 

VISTA 

Autos 

Sentencias 

Autos 

Sentencias 

Civil 

Criminal 

1 

22 

5 

60 

78 

2 

Sala  29  de  Apelaciones . . . 

31 

2 

3 

ii 

26 

40 

3 

Sala  3l>  de  Apelaciones .  . 

16 

1 

18 

ii 

13 

31 

4 

Sala  4*  de  Apelaciones . . 

19 

5 

42 

26 

10 

60 

5 

3 

4 

26 

6 

6 

183 

3 

7 

8 

Juzgado  3?  de  1*  Instancia  .. . . . 

95 

5 

9 

82 

1 

10 

154 

3 

11 

75 

1 

12 

25 

1 

39 

2 

13 

Alta  Verapaz  . . . . . 

33 

.  2 

71 

7 

14 

56 

1 

73 

1 

1S 

Chimaltenango . . 

57 

68 

16 

Chiquimula . . . . . . . 

17 

43 

1 

95 

1 

18 

Huehuetenango . . . 

1 

14 

19 

Izabal . . . . . 

8 

1 

20 

46 

4 

109 

2 

2 

21 

77 

1 

184 

4 

22 

El  Progreso . . . 

73 

2 

89 

2 

23 

Petén . . . . 

2 

5 

2 

24 

Quezaltenango,  1?  de  1“  Instancia... . . 

152 

5 

157 

4 

25 

Quezaltenango,  29  de  1*  Instancia . 

26 

43 

1 

61 

1 

27 

Ketalhuleu.. . 

26 

3 

31 

1 

28 

Sacatepéquez . . 

29 

Suchitepéquez . . . . . 

28 

2 

26 

6 

30 

Sololá . . . 

37 

1 

43 

1 

31 

Santa  Rosa . . . . 

24 

2 

72 

2 

32 

San  Marcos . . . 

134 

r>. 

110 

33 

Totonicapán  . . . . 

143 

3 

191 

34 

Zacapa  . . . . . . 

60 

2 

53 

1 

3 

COMANDANCIAS  DE  ARMAS 

35 

12 

2 

36 

15 

37 

71 

38 

39 

40 

88 

3 

3 

41 

42 

158 

15 

43 

44 

18 

1 

6 

45 

10 

209 

1 

46 

10 

47 

48 

11 

8 

49 

50 

12 

2 

51 

52 

8 

1 

53 

6 

54 

11 

55 

8 

56 

57 

Zacapa  . 

Suma . . . 

1,439 

53 

2,506 

108 

120 

235 

NOTA:  Los  datos  que  no  aparecen  no  se  han  recibido.— La  Corte  Suprema  mantiene  los  asuntos  al  día. 


CUADRO 


de  los  señores  Magistrados  de  las  Salas  4^  y  6»  de  la  Corte  de  Apelaciones,  Magis* 
trados  Suplentes  de  las  cinco  Salas,  empleados  principales  del  Poder  Judicial, 
Funcionarios  Militares  y  Vocales  de  la  Corte  Marcial;  Distritos  jurisdiccionales  de 
las  cinco  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  y  de  los  Jueces  Departamentales. 


Sala  Jy  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Presidente,  Lie.  don  Ricardo  C.  Castañeda 
Magistrado,  Lie.  don  Delfino  Santisteban 
Magistrado,  Lie.  don  Elíseo  Amézquita 
Fiscal,  Licenciado  don  Enrique  R.  Mehlman 
Procurador,  Lie.  don  Carlos  Urrutia 
Secretario,  don  Gabriel  Cojuldn 

Sala  5a  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Presidente,  Licenciado  don  Silvano  Duarte 
Magistrado,  Licenciado  don  José  A.  Medrano 
Magistrado,  Licdo.  don  Federico  Carbonell 
Fiscal,  Licenciado  don  Antonio  Castañeda 
Procurador,  don  José  María  Bonilla 
Secretario,  don  Gregorio  M.  Barrientos 

Magistrados  Suplentes: 

De  la  Sala  1®,  Lie.  don  Fernando  Aragón  D. 
De  la  Sala  1^,  Lie.  don  Ramiro  Fernández 
De  la  Sala  2*,  Lie.  don  Abel  Girón 
De  la  Sala  2*,  Lie.  don  Rafael  Ordóñez  Solís 
De  la  Sala  3*,  Lie.  don  Francisco  ContrerasB. 
De  la  Sala  3^,  Lie.  don  Salvador  Samayoa 
De  la  Sala  á9',  Lie.  don  Domingo  R.  F uentes 
De  la  Sala  4^,  Lie.  don  Mariano  LópezPaclieco 
De  la  Sala  5^,  Lie.  don  Fidencio  Duque 
De  la  Sala  5®,  Lie.  don  Antonio  Girón  y  G. 

Empleados  especiales: 

Director  de  la  “Gaceta,”  Licenciado  don 
José  González  Piloña. 

Bibliotecario  de  la  Corte,  don  J.  Ramón 
Pareja. 


Receptor  de  Fondos  de  Justicia,  don  Ángel 
Ignacio  Rubio. 

Funcionarios  militares: 

Comandante  de  Armas,  General  don  José 
Reyes. 

Auditor  de  Guerra,  Licenciado  don  Fer¬ 
nando  Aragón  D. 


CORTE  MARCIAL  DE  LA  REPÚBLICA 

Vocales  militares  para  la  Corte  Suprema 
de  Justicia: 

Propietario,  General  don  José  Reyes 
Propietario,  General  don  José  Claro  Chajón 
Suplente,  General  don  José  María  Lima 
Suplente,  General  don  José  María  Orellana 

Vocales  militares  para  las  Salas  la.,  8a.  y  3a. 
de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Propietario,  General  don  Apolinario  Ortiz 
Propietario,  General  don  Fia  vio  Oval  le 
Suplente,  Coronel  don  Francisco  Mollinedo 
Suplente,  Coronel  don  Juan  J.  Álvarez 

Vocales  militares  para  Id  Sala  ly  de  la 
Corte  de  Apelaciones: 

Propietario,  General  don  Francisco  Fuentes 
Propietario,  Coronel  don  Encarnación  Juárez 
Suplente,  Coronel  don  Raimundo  Aguilar 
Suplente,  Coronel  don  Manuel  E.  Ríos. 


Conlinuación  del  Cuadro  anterior. 


Vocales  militares  para  la  Sala  5a.  de  la 
Coi-te  de  Apelaciones: 

Propietario,  General  don  Antonio  Bonilla 
Propietario,  Coronel  don  Gregorio  Barrientes 
Suplente,  Coronel  don  Ismael  Salazar 
Suplente,  Coronel  don  Gregorio  Valvert. 


DISTRITOS  JURISDICCIONALES 

Sala  la.  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Juzgado  1°  y  6Q  de  Guatemala,  y  Juzgados 
de  1®  Instancia  y  Comandancias  de  Armas  de 
Chimaltenango,  Petén,  Santa  Rosa  y  El  Pro¬ 
greso. 

Sala  üa.  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Juzgados  29  y  4°  de  1  “  Instancia  de  Gua¬ 
temala  y  Juzgados  de  l5.  Instancia  y  Coman¬ 
dancias  de  Armas  de  Amatitlán,  Alta  y  Baja 
Verapaz  y  Escuintla. 

Sala  3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Juzgados  39  y  5°  de  1*  Instancia  de  Gua¬ 
temala,  Cpmandancia  de  Armas  de  Guatemala 
y  Juzgado  y  Comandancia  de  Armas  de 
Sacatepéquez. 

Sala  ha.  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Juzgados  l9  y  29  de  l5.  Instancia  y  Co¬ 
mandancia  de  Armas  de  Quezaltenango  y 
Juzgados  de  1*  Instancia  y  Comandancias  de 
Armas  de  San  Marcos,  Totonicapán,  Huehue- 
tenango,  Quiché,  Sololá,  Suchitepéquez  y 
Retalhuleu. 

Sala  5a,  de  la  Corte  de  Apelaciones: 

Juzgados'  de  1*  Instancia  y  Comandancias 
de  Armas  de  los.  departamentos  de  Jutiapa, 
Jalapa,  Chiquimula,  Zacapa  e  Izabal. 


Jueces  de  la.  Instancia  Departamentales: 


Guatemala  . 


Juez  1” — Lie.  don  Rafael  Or- 
dóñez  Solís 

Juez  2° — Licdo.  don  Francis¬ 
co  Gálvez  Porto- 
carrero. 

Juez  3° — Licenciado  don  Ro¬ 
drigo  Amado 

Juez  4  9 — Licdo.  don  Vitalino 
Martínez  D. 

Juez  59— Licdo.  don  Alfre¬ 
do  Alarcón  O. 


Quezaltenango,  Juez  l9— Licenciado  don  Luis 
Mendoza  Guerrero . 
Quezaltenango,  Juez  29 — Lie.  don  Salomón 
Pi  varal. 

Amatitlán  ....  Lie.  don  Tácito  Lacayo,  h. 
Alta  Verapaz  .  Lie.  don  Salvador  Guerra  V. 
Baja  Verapaz  .  Lie.  don  Rafael  Padilla  Nanne 
Chimaltenango  Licdo.  don  Jerónimo  Lima 
Chiquimula.  . .  Licdo.  don  Antonio  Girón  y 
Girón 

Escuintla .  Lie.  don  Carlos  Castellanos  R. 

El  Progreso  . .  Lie.  don  Valeriano  R.  Recinos 
Huehuetenango  Licdo.  don  Federico  Morales 

Izabal  .  Licdo.  don  Adolfo  Moreno 

Jalapa .  Licdo.  don  Fidencio  Duque 

Jutiapa .  Licdo.  don  Salomé  Fuentes 

Petén .  Licdo.  don  Clodoveo  Berges 

Quiché . Licdo.  don  Rodolfo  Rivera  V. 

Retalhuleu  . . .  Licdo.  don  Manuel  R raneo  R. 
Sacatepéquez  .  Licdo.  don  Manuel  Arana  S. 
Suchitepéquez  Licdo.  dorf  Óscar  Sandoval 

Sololá .  Licdo.  don  Pedro  A.  Ibáñea 

San  Marcos  .  .  Lie.  don  Felipe  L.  Carrascosa 
Santa  Rosa . . .  Licdo-  don  Manuel  Rojas  M. 
Totonicapán . .  Licdo.  don  Maximiliano  Ci- 
/uentes  M.  1 

Zacapa  .  Lie.  don  Emeterio  Girón  E. 


NOTA  l^-El  despacho  de  los  asuntos 'del  ramo  criminal 
está  a  cargo  de  los  Jueces  4?,  5?  y  6?  de  19  Instancia  de  este 
departamento,  entre  quienes  se  dividen  las  causas  con 
igualdad. 

NOTA  29— En  materia  civil,  los  Juzgados  1?,  2*?  y  39  de  *9 
Instancia  de  la  capital  conocen  indistintamente  de  los 
asuntos  de  los  cuatro  Juzgados  de  Paz  de  esta  ciudad  y  de  los 
originarios  de  los  pueblos  de  este  departamento. 


Guatemala,  noviembre  de  1915. 

r  0  1 

VJ.  RÁMÓN  PAREJA, 
Oficial  19 


